El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Auto  – 16 de julio de 2017 – Remite a juez circuito Pereira
Proceso: 



Acción Popular – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00585-00
Accionante:


Marlon Eulises Martínez Martínez.

Accionado:


Banco Davivienda y el Instituto Nacional de Normas Técnicas ICONTEC

Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



ACCIÓN POPULAR – LUGAR DE VULNERACIÓN - INCOMPETENCIA - REMISIÓN A REPARTO – JUEZ DEL CIRCUITO PEREIRA – “Por reparto, la acción le fue asignada a esta Sala del Tribunal Superior, pero se advierte que no corresponde a la misma abordar su estudio, por falta de competencia, en la medida en que el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, con toda claridad señala que tal atribución la tienen los jueces administrativos o los jueces civiles de circuito, sea que se promueva contra entidades públicas o personas privadas que desempeñen funciones administrativas, en el primer caso, o solo contra personas privadas, en el segundo.

En el caso presente el asunto está dirigido contra dos entidades de carácter particular, lo que hace que sea la jurisdicción ordinaria la encargada de su trámite, acorde con lo señalado en el artículo 15 de la Ley 472 de 1998…

Aquí, al margen del domicilio principal de las entidades demandadas, que corresponde a la ciudad de Bogotá DC , como se ha denunciado que el agravio de los derechos e intereses colectivos tiene asiento en esta ciudad (f. 1), resulta viable asignar el conocimiento del asunto al Juez Civil del Circuito –Reparto- local.
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  SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA





Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, junio dieciséis de dos mil diecisiete




Expediente: 66001-22-13-000-2017-00585-00

En su propio nombre, Marlon Eulises Martínez Martínez, presenta acción popular contra el Banco Davivienda y el Instituto Nacional de Normas Técnicas ICONTEC, habida cuenta que en la entidad bancaria accionada en donde presta sus servicios, no cuenta con profesional intérprete, ni guía intérprete acreditado por el Ministerio de Educación, y el ICONTEC no ha determinado cuáles son las señales visuales, sonoras y auditivas que se deben emplear según la ley 982 de 2005.
  



Por reparto, la acción le fue asignada a esta Sala del Tribunal Superior, pero se advierte que no corresponde a la misma abordar su estudio, por falta de competencia, en la medida en que el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, con toda claridad señala que tal atribución la tienen los jueces administrativos o los jueces civiles de circuito, sea que se promueva contra entidades públicas o personas privadas que desempeñen funciones administrativas, en el primer caso, o solo contra personas privadas, en el segundo. 
  



Lo que corresponde, en consecuencia, es rechazar de plano la demanda y remitirla al juez que se estime pertinente.
  



En el caso presente el asunto está dirigido contra dos entidades de carácter particular
, lo que hace que sea la jurisdicción ordinaria la encargada de su trámite, acorde con lo señalado en el artículo 15 de la Ley 472 de 1998 que prevé:

La jurisdicción de lo contencioso administrativo conocerá de los procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las acciones populares originadas en actos, acciones u omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas, de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones vigentes sobre la materia. 

En los demás casos conocerá la jurisdicción ordinaria civil.
Ahora, como para la asignación del asunto, ha de tenerse en cuenta el factor territorial, sobre ello, el inciso 2º del artículo 16 contempla que será competente, por este aspecto, “… el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda.”. 

Aquí, al margen del domicilio principal de las entidades demandadas, que corresponde a la ciudad de Bogotá DC
, como se ha denunciado que el agravio de los derechos e intereses colectivos tiene asiento en esta ciudad (f. 1), resulta viable asignar el conocimiento del asunto al Juez Civil del Circuito –Reparto- local.
DECISIÓN:

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial, por falta de competencia, rechaza la presente demanda.  
Se dispone su remisión, junto con los anexos allegados, a la Oficina Judicial –Reparto- de esta municipalidad, para que sea asignado a un Juez Civil del Circuito de Pereira. 
Notifíquese 

El Magistrado,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

	LA PROVIDENCIA ANTERIOR SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA

            20 DE JUNIO DE 2017
JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

                SECRETARIO


�� HYPERLINK "https://www.superfinanciera.gov.co/reportes/Estatutos" �https://www.superfinanciera.gov.co/reportes/Estatutos�


http://www.icontec.org/NC/QS/Paginas/Qui.aspx


� Según se observa de la misma página  de la Superintendencia Financiera ya relacionada respecto del Banco Davivienda, y el del ICONTEC se extrae del link http://www.icontec.org/Documentos%20compartidos/Estatutos.





